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The Congress of the Republic of Peru has received 

two bills with the purpose of including legal 

rela  onships composed of digital pla  orms, 

the companies involved and those who provide 

services for these pla  orms within the scope 

of Labor Law Regula  ons as a way to prevent 

them from being improperly excluded from such 

applica  on of the law.

This ar  cle explores the concept of on-demand 

economy and the economy’s new organiza  onal 

methods that has been propelled by technological 

advances in the world of work and examines them 

through the review of interna  onal jurisprudence.

K  : on-demand economy; digital pla  orms; 

work rela  onship; subordina  on.

El Congreso de la República del Perú ha recibido 

dos proyectos de ley con la fi nalidad de incluir en 

el ámbito de la norma  va laboral, la relación jurí-

dica conformada por plataformas digitales, las em-

presas implicadas y aquellos que brindan servicios 

para estas plataformas como forma impedir que 

estas indebidamente sean excluidas del ámbito del 

Derecho del Trabajo. 

El presente ar  culo explora el término on-demand 

economy, las nuevas formas organiza  vas de la 

economía en base a innovaciones tecnológicas en 

el mundo del trabajo y las examina mediante la re-

visión de jurisprudencia internacional. 

P  : on-demand economy; platafor-

mas digitales; relación laboral; subordinación.
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I.  INTRODUCCIÓN

El desarrollo de la tecnología y su proliferación en 
las necesidades coƟ dianas han generado una eco-
nomía sustentada en ella. Una muestra saltante de 
este fenómeno es que, en nuestros Ɵ empos, mu-
chas de las relaciones jurídicas en las cuales nos 
desenvolvemos se sustentan en la denominada 
on-demand economy1, un nuevo modelo económi-
co que trastoca el paradigma de la producción y 
el consumo en masa y se basa en la revalorización 
del uso o la posesión de los bienes por encima de 
la propiedad (Gauthier Guazzoni, 2016) la cual ha 
echado mano del uso de las nuevas tecnologías 
para su expansión. A pesar de su creciente y evi-
dente relevancia, muy poco se ha dicho sobre el 
impacto que esta genera en sus principales acto-
res: los proveedores de servicios.

La discusión y el análisis del Ɵ po de prestación 
provista bajo estas nuevas formas de organización 
se ha llevado a cabo principalmente en el mundo 
anglosajón y en la comunidad europea conƟ nen-
tal, donde lo primero que ha salido a relucir es una 
presunta competencia desleal que se estaría gene-
rando presuntamente en el mercado a consecuen-
cia de su aparición2.

En nuestro país, aunque no se trata de empresas 
cuyas acƟ vidades sean de aparición reciente, las 
plataformas digitales se convirƟ eron en el foco de 
atención a raíz de que, a mediados del año 2017, 
se presentaron en medios informaƟ vos diversas 
denuncias por la comisión de delitos tales como 
hurto, robo o, inclusive, actos de violencia sexual, 
lo cuales apuntaban a quienes proveen servicios a 
través de plataformas digitales o apps (en adelan-
te, la app, las apps o las plataformas), mediante 
los que ofrecían sus servicios de taxi.

Lo cierto es que, a consecuencia de estos hechos, 
la sociedad empezó a preguntarse quién se hacía 
responsable por los daños que pudieran generar 
los conductores a los cuales se contactaba a través 
de las plataformas. Frente a este problema comen-
zó a evidenciarse que, contrariamente a lo que 
muchos esperaban, en realidad las personas que 
ejecutaban los servicios a través de las apps lo ha-
cían de forma independiente a estas, toda vez que 
los Ɵ tulares de las plataformas no mantenían con 

aquellos algún vínculo que generase que actúen 
en su nombre o las representasen.

Esta materia ya ha generado una reacción a nivel 
legislaƟ vo, si bien aún no se ha convenido en una 
legalidad concreta. En efecto, en abril del presente 
año, el Congreso de la República ha recibido dos 
proyectos de ley promovidos por disƟ ntos grupos 
parlamentarios con una idénƟ ca fi nalidad: que en 
el repertorio de la variada normaƟ va laboral se 
incluya la relación jurídica que vincula a quienes 
prestan los servicios ofertados en una app con el 
Ɵ tular de la misma.

El presente ensayo Ɵ ene como objeƟ vo analizar el 
impacto del modelo organizaƟ vo de la economía 
generada por el uso de plataformas en las relacio-
nes establecidas entre las personas que brindan 
los servicios ofrecidos en ellas y las compañías 
Ɵ tulares de la tecnología, para lo cual además de 
considerar la legislación y doctrina nacional re-
fl exionaremos en función a doctrina y pronuncia-
mientos extranjeros sobre la materia. 

II.  LAS CARACTERÍSTICAS DE LA ON-DEMAND 

ECONOMY Y SU IMPACTO EN EL ESTABLECI-
MIENTO DE UNA RELACIÓN LABORAL

A.  Nuevas formas de organización empresa-
rial de la mano del creciente protagonismo 
de la tecnología como principal ac  vo del
negocio

Como habíamos adelantado, la tecnología ha al-
canzado, desde hace ya algunos años, un alto nivel 
de contribución a la vida diaria: ya no es más un 
apoyo complementario en el desarrollo de relacio-
nes producƟ vas (por ejemplo, a través del uso de 
una computadora, programas de cálculo, Internet 
y correos electrónicos corporaƟ vos, entre otros), 
sino que se trata de la piedra angular de nuevos 
esquemas empresariales.

Así, en torno a los avances tecnológicos y a las am-
plias posibilidades que se abren a parƟ r de ellos, se 
ha creado una nueva estructura de relaciones eco-
nómicas que se apoya en la especialización de los 
servicios y en la valorización de la tecnología como 
un medio de conexión. Inclusive, existen quienes 
afi rman que el principal acƟ vo de estas economías 

1  Para mayor detalle, ver a Gauthier Guazzoni, G. (2016). 
2  El uso de la tecnología ha proliferado, por ejemplo, en los aplicativos que facilitan el transporte de personas y en vista 

de que en muchas jurisdicciones éste pertenece a un sector regulado, se alega que mientras no se regule la explotación 
de dichos aplicativos se podría estar permitiendo la generación de competencia desleal: quienes operan a haciendo uso 
de plataformas digitales no están obligados a tramitar licencias o autorizaciones previas ni a contratar seguros contra 
accidentes o terceros –lo que sí deben hacer quienes operan en el sector–, algo que abarata sus costos y, por ende, la 
tarifa de sus servicios.
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es el algoritmo a parƟ r del cual funcionan. En este 
senƟ do, se afi rma que “en el futuro, las empresas 
se valorarán no solo por sus grandes bases de da-
tos, sino por los algoritmos que transformen esos 
datos en acciones de impacto para los clientes…” 
(Gauthier Guazzoni, 2016, p. 3).

La on-demand economy es, pues, un modelo de 
negocio desarrollado aprovechando las ventajas 
del internet y que se basa en plataformas virtuales 
que albergan grandes grupos de proveedores que 
ofrecen sus servicios de manera amplia, a un mer-
cado abierto que desconocen, quedando a la es-
pera de que sus respecƟ vas apps les asignen algún 
encargo o que algún interesado solicite de forma 
expresa sus servicios. La clave del éxito de este Ɵ po 
de negocio –desde el punto de vista del Ɵ tular de 
la plataforma– radica en contar con un gran núme-
ro de personas que puedan proporcionar el servi-
cio requerido por un tercero pues así su negocio 
garanƟ za una oferta sufi ciente que permite cubrir 
o saƟ sfacer la demanda existente por los usuarios 
de la app en cualquier momento. Al respecto, es 
importante tener presente que el comportamiento 
de los consumidores ha evolucionado de la mano 
de la tecnología, el internet y el acceso inmediato 
a las funcionalidades en línea, generándose una 
creciente necesidad de experiencias de consumo 
rápidas, simples y efi cientes, caracterísƟ cas que, al 
ser cubiertas por las apps, garanƟ zarán una mayor 
aceptación y éxito de la empresa en el mercado.

Tal y como lo plantean las empresas Ɵ tulares, sus 
plataformas proporcionan una infraestructura invi-
sible que conecta la oferta y la demanda existentes 
en el mercado, facilitando la interacción de las par-
tes de una transacción: los proveedores de servi-
cios y aquellos que los necesitan (i.e. los clientes). 
Así, este modelo de negocio se construye a parƟ r 
de tres elementos: (i) el público o el consumidor, 
compuesto por personas que requieren la presta-
ción de un servicio; (ii) las personas que prestan 
los servicios de forma individual y directa; y, (iii) las 
compañías que han desarrollado las plataformas 
donde se ofrece el servicio, las que se consideran a 
sí mismas como el medio que sirve para vincular la 
oferta y la demanda, servicio por el que reciben un 
porcentaje de las transacciones que se acuerden a 
través de ellas.

Ahora bien, desde nuestra perspecƟ va, aunque en 
la on-demand economy las empresas alegan no 
proporcionar directamente el servicio requerido 
por los consumidores, sino ser simples interme-
diarios entre proveedores y usuarios, lo cierto es 
que una amplia zona gris puede generarse como 
consecuencia de cuál sea la forma de relacionar-
se que tenga la empresa Ɵ tular de la app con el 
proveedor que hace uso de ella. En efecto, en la 

mayoría de los casos, las empresas Ɵ tulares de las 
plataformas ejercen algún Ɵ po o grado de injeren-
cia respecto del comportamiento de los proveedo-
res pues, como es evidente, el éxito de su platafor-
ma en el mercado –y, por tanto, los ingresos de la 
empresa– dependerá del nivel de saƟ sfacción que 
manifi esten los usuarios, la que dependerá de las 
acƟ vidades de los proveedores.

Por lo dicho, aun cuando se presentan a sí mismas 
como simples intermediarias, la lógica económica 
nos lleva a entender e, inclusive, considerar razo-
nable, que exista un interés de parte del Ɵ tular de 
la plataforma en la manera en la cual el servicio 
se vaya a prestar toda vez que, si los proveedores 
que la app contacta con los usuarios no ejecutan 
sus acƟ vidades de manera saƟ sfactoria para ellos, 
estos úlƟ mos no solo no seguirán uƟ lizando la app 
sino que, además, es probable que también desa-
lienten a otros a hacerlo, reduciendo o limitando 
su mercado y, por lo tanto, afectando gravemente 
a la empresa.

Por lo dicho, en un próximo apartado analizaremos 
cómo es que en el marco de lo que parecen ser 
simples relaciones comerciales pueden asomarse 
elementos o indicios que nos llevan a considerar la 
posibilidad de que se confi guren vínculos de natu-
raleza laboral.

B. ¿Por qué es necesario considerar la aplica-
ción del Derecho Laboral en vínculos que 
inicialmente pretenden regular relaciones 
civiles?

Históricamente, el uso de la tecnología para el de-
sarrollo de negocios ha generado muchos desaİ os 
para el Derecho del Trabajo. Aunque, al principio, 
el temor principal era que las máquinas reempla-
zaran a la fuerza laboral del hombre, el impacto de 
las tecnologías en las relaciones laborales no es 
un problema que hubiere quedado desfasado. De 
hecho, en las úlƟ mas décadas, la incorporación de 
mayores y más sofi sƟ cados avances tecnológicos 
-e.g. el uso de cámaras, GPS y teléfonos inteligen-
tes, entre otros- ha generado cuesƟ onamientos 
sobre la forma en que las personas son monitorea-
das, así como si el uso de estos instrumentos per-
turba o no el derecho a la privacidad que Ɵ enen 
las personas en el contexto de la relación laboral.

Concentrándonos en los problemas que podrían 
asociarse con la on-demand economy, recorda-
mos que una de las razones que históricamente 
ha determinado la necesidad de una protección 
específi ca para quienes prestan servicios depen-
dientes es la desigualdad existente entre los mis-
mos y los empleadores –ya sean personas natura-
les o jurídicas–. Esta desigualdad se experimenta, 
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por ejemplo, cuando se evalúa el poder de nego-
ciación de ambas partes, experimentándose tan-
giblemente al momento de plasmar los términos 
y condiciones que rigen el vínculo.

No obstante, la desigualdad es una caracterísƟ ca 
que se encuentra en disƟ ntos ámbitos de una so-
ciedad, por lo que conviene preguntarnos, ¿por 
qué el Derecho del Trabajo -y, por tanto, la pro-
blemáƟ ca que busca evitar- debiera aplicarse a 
los vínculos jurídicos que se desarrollan en la on-

demand economy?

Revisando la jurisprudencia y las opiniones doctri-
nales que se han desprendido de ella, encontra-
mos que quienes criƟ can el negocio que se genera 
en base a la explotación de plataformas lo hacen 
alegando que éstas estarían generando nuevas for-
mas de empleo precario pues, uƟ lizando termino-
logía que apunta más a la formación de un vínculo 
autónomo, pretenderían disfrazar nuevas formas 
de dependencia o subordinación.

Al respecto, y como sucede muchas veces en el 
ámbito del Derecho del Trabajo, a nuestro enten-
der la existencia o no de un vínculo de naturaleza 
laboral en el desarrollo de un negocio desarrollado 
a través de una app dependerá de las circunstan-
cias y caracterísƟ cas que lo rodean, no pudiendo 
alegarse de forma general que en todos los mode-
los económicos que implican una app o un algorit-
mo exista un régimen de subordinación amparable 
desde el Derecho del Trabajo: se genera, pues, la 
necesidad de un análisis casuísƟ co. 

Así, aunque no todas las empresas de la on-demand 

economy celebran acuerdos con los proveedores 
bajo las mismas reglas o condiciones, cierto es que, 
a nivel comparado, en algunos casos se ha idenƟ -
fi cado que tanto las facultades o derechos que la 
empresa Ɵ tular de la app se reserva se manifi estan 
en la forma cómo se comporta en relación con el 
proveedor generando una distorsión o desnatura-
lización del contrato de servicios independientes y 
convirƟ éndolo así en un contrato de trabajo.

Resulta importante, entonces, tener presente que 
los problemas que pueden surgir a parƟ r de una 
califi cación indebida de prestadores de servicios 
subordinados como independientes son muchos 
y muy complejos. Por ejemplo, cuando se procede 
a califi car un servicio como independiente, el pro-
veedor del mismo no necesita atender las reglas 

aplicables a las horas de trabajo máximo y, por lo 
tanto, podría terminar superando cualquier límite 
legal; de igual forma, podría darse el caso de que 
las tarifas acordadas con los proveedores sean 
muy reducidas y que, debido a ello, éstos se vean 
en la necesidad de prestar servicios en mayor nú-
mero de horas para generar las ganancias diarias 
que necesitan.

En realidad, la indebida califi cación de personal 
dependiente como independiente es un problema 
social cuyo impacto es, inclusive, mayor que el eco-
nómico pues, por ejemplo, la regulación sobre sa-
larios mínimos prevista como parte del régimen de 
acƟ vidad laboral no solo Ɵ ene como objeƟ vo pro-
teger a los trabajadores sino al mercado en general, 
especialmente considerando que la existencia de 
salarios bajos impide la capacidad de adquisición 
de las personas, lo que limita a su vez la econo-
mía del país. Otro problema que podría aumentar 
en función del crowdsourcing es el desarrollo del 
trabajo infanƟ l (Todolí, 2015, p. 24) ya que los que 
prestan servicios a través de plataformas -espe-
cialmente en el caso de los servicios ejecutados en 
línea- podrían ser menores de edad que lo hacen 
durante su Ɵ empo libre o, incluso, como una forma 
de vida, algo que no solo vulnera los compromi-
sos asumidos por los Estados ante la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) sino que, además, 
precariza las condiciones de vida de la población.

Debido a lo mencionado, y dado que entendemos 
que la on-demand economy ha creado ocupación 
e ingresos en países con disƟ ntas realidades –des-
de economías privilegiadas como la británica o la 
estadounidense, hasta economías menos favoreci-
das como los países de LaƟ noamérica o, inclusive, 
la española3 que actualmente ocupa el segundo 
lugar en desocupación en el conƟ nente europeo, 
duplicando el porcentaje de personas no ocupa-
das de la región siendo sólo superada por Gre-
cia4–, consideramos que lo más adecuado será no 
satanizar su existencia sino más bien analizar sus 
componentes y las prerrogaƟ vas que se reservan 
las empresas, buscando evitar que se simiente en 
vínculos independientes desnaturalizados. 

Conforme a ello, a conƟ nuación, analizaremos bre-
vemente los elementos caracterísƟ cos de la rela-
ción laboral para luego determinar qué aspectos 
deberán tomarse en cuenta al momento de anali-
zar su alegada existencia en el marco de la presta-
ción de servicios que se genera uƟ lizando las apps.

3  De acuerdo con información del Instituto Nacional de Estadística de España (INE) que corresponde al Trimestre 2/2019, 
el porcentaje de la población española en paro asciende a 14.7% Ver Instituto Nacional de Estadística (2019).

4 Véase la información difundida por el portal El Mundo (2019) que indica que España y Grecia lideran el desempleo en la 
Unión Europea, alcanzando tasas que duplican la media. Ver a Urrutia, C. (2019).
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C. Elementos de la relación laboral observa-
dos en el contexto de la on-demand eco-

nomy

De conformidad con lo dispuesto en el arơ culo 4 
del Decreto Supremo 003-97-TR, TUO de la Ley de 
ProducƟ vidad y CompeƟ Ɵ vidad Laboral, toda rela-
ción laboral presenta tres elementos esenciales, a 
saber, (i) la prestación personal de servicios; (ii) la 
remuneración; y, (iii) la subordinación.

Así, como sosƟ ene Neves:

 […] la doctrina concuerda en que esos elemen-
tos son tres: prestación personal, subordina-
ción y remuneración. La jurisprudencia nacio-
nal lo estableció así desde ya hace un buen 
Ɵ empo […] Para que nos encontremos ante 
una relación laboral, entonces, los menciona-
dos elementos deben presentarse en forma 
conjunta. Si alguno de ellos falta, la relación 
jurídica tendrá otra naturaleza. Por ejemplo, 
si hay una prestación personal y retribuida, 
pero autónoma […]” (2012, p. 16) [El énfasis es 
nuestro].

Ahora bien, a nuestro parecer, la subordinación es 
el elemento que disƟ ngue al contrato de trabajo 
de los contratos civiles de locación de servicios 
y, por ende, es el que se debe evitar en caso se 
pretenda establecer vínculos jurídicos ajenos a los 
efectos regulados por el Derecho del Trabajo. ¿Por 
qué nos permiƟ mos afi rmar ello? Porque en los 
vínculos de naturaleza mercanƟ l suele exisƟ r una 
retribución por el servicio prestado –a menos que 
el mismo se ejecute a ơ tulo gratuito– e, inclusive, 
existen circunstancias en las que la prestación per-
sonal del servicio es requerida, respondiendo, por 
ejemplo, a la especialidad del mismo o al hecho de 
que las caracterísƟ cas del prestador fueron consi-
deradas a efectos de la contratación –algo que no 
es ajeno, por ejemplo, a la prestación de servicios 
legales en las que en muchas ocasiones los clientes 
contratan de forma independiente a un abogado 
específi co, atendiendo a su trayectoria, especiali-
dad, reconocimiento en el medio, confi anza, entre 
otros, lo que determina que dicha persona no pue-
da ser susƟ tuida por otro profesional del mismo 
rubro, así se trate de uno que forma parte del staff  
de la misma fi rma y que, inclusive, esté igual o me-
jor califi cado para el servicio en concreto.

En el mismo senƟ do, el Tribunal ConsƟ tucional 
peruano ha señalado en la sentencia recaída en 
el Expediente 9197-2006-AA-TC, que la diferencia 

entre una relación de naturaleza laboral (contrato 
de trabajo) y una civil (contrato de locación de ser-
vicios) consiste en que en esta úlƟ ma no se presen-
ta el elemento de dependencia o sujeción. Así, ha 
señalado que:

 […] el contrato de locación de servicios ha sido 
defi nido en el arơ culo 1764º del Código Civil 
como aquél acuerdo de voluntades por el cual 
“el locador se obliga, sin estar subordinado al 
comitente, a prestarle sus servicios por cierto 
Ɵ empo o para un trabajo determinado, a cam-
bio de una retribución” [por lo que] es evidente 
que, de la defi nición dada por el Código Civil, 
se desprende que lo que caracteriza a este con-
trato es la independencia del locador frente al 
comitente en la prestación de sus servicios, 
siendo este el elemento diferenciador entre 
ambos contratos […] [El énfasis es nuestro].

Luego, al ser la subordinación el elemento central 
que defi ne la existencia de un vínculo laboral, con-
viene preguntarnos en qué consiste, pues la única 
forma en que un vínculo jurídico pueda extraerse 
del ámbito laboral será evitar que se ejecute en 
un contexto de subordinación. Así, como señala 
Neves:

 […] la subordinación es un vínculo jurídico en-
tre el deudor y el acreedor de trabajo, en virtud 
del cual el primero le ofrece su acƟ vidad al se-
gundo y le confi ere el poder de conducirla. Su-
jeción, de un lado, y dirección del otro, son los 
dos aspectos centrales del concepto […] (2012, 
p. 36) [El énfasis es nuestro].

Desde nuestra perspecƟ va, siempre que se pueda 
idenƟ fi car que una de las partes ostenta el poder 
de dirigir, fi scalizar y sancionar a la otra, nos encon-
traremos ante una relación de sujeción o subordi-
nación entre ellas, caracterísƟ ca que acƟ va la apli-
cación de todo el régimen de protección laboral.

A nivel internacional, la Comisión Europea5 (en ade-
lante, la Comisión) aprobó en junio de 2017 una co-
municación Para el establecimiento de una Agenda 
europea para la economía colaboraƟ va6, estudio en 
el que se analiza el establecimiento de vínculos de 
naturaleza laboral en el contexto de la on-demand 

economy. Al respecto, al igual que la legislación y 
jurisprudencia nacional, la Comisión señala que el 
hecho de que exista un vínculo de naturaleza la-
boral debe determinarse en función de cada caso, 
considerando los hechos que caracterizan la rela-
ción existente entre la plataforma y el prestador de 

5 Órgano ejecutivo de la Unión Europea, responsable de elaborar propuestas de nueva legislación europea y de aplicar 
las decisiones del Parlamento Europeo y el Consejo de la Unión Europea.

6 Para el texto de la citada comunicación en todas sus versiones ver EUR-Lex (s.f. b).
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servicios, basándose para el análisis en los siguien-
tes tres criterios esenciales: (i) la existencia de una 
relación de subordinación; (ii) la naturaleza del ser-
vicio; y, (iii) la presencia de una remuneración.

Respecto al criterio de subordinación, la Comisión 
Europea indica que para que ésta se verifi que, el 
proveedor del servicio deberá actuar bajo la direc-
ción de la empresa propietaria de la plataforma, lo 
que de conformidad con lo establecido en la página 
5 de la comunicación Reafi rmación de la libre circu-
lación de trabajadores: derechos y avances impor-
tantes signifi ca que la empresa propietaria de la pla-
taforma determine libre y unilateralmente la elec-
ción de la acƟ vidad, remuneración y condiciones de 
trabajo aplicables al servicio i.e. que el prestador no 
sea libre de elegir qué servicios ejecutará y cómo. 
Sobre el parƟ cular, es importante señalar que la Co-
misión, disƟ nguiendo el ejercicio del derecho de la 
Ɵ tularidad del mismo, ha indicado específi camente 
que “[…] la existencia de subordinación no depende 
necesariamente del ejercicio efecƟ vo de la gesƟ ón 
o supervisión de manera conƟ nua […]” (EUR-Lex s.f. 
b), lo que signifi ca que el hecho de que la empresa 
ejerza o no subordinación no signifi cará que tal de-
recho o facultad no le hubiera sido reservado.

En lo que se refi ere a la naturaleza del servicio 
prestado, la Comisión ha establecido que el pro-
veedor debe realizar “[…] una acƟ vidad de valor 
económico que sea real y efecƟ va, exceptuando 
las acƟ vidades que se lleven a cabo a una escala 
tan pequeña que puedan considerase meramente 
marginales y accesorias […]” (EUR-Lex, s.f. a). Final-
mente, sobre el criterio de remuneración, la Comi-
sión ha expresado que se refi ere a la necesidad de 
idenƟ fi car una prestación de servicios que genere 
benefi cios, señalando que cuando el proveedor se 
limita a recibir una suma que únicamente compen-
sa o subsana los costos en los que hubiera incurri-
do por sus acƟ vidades, el requisito de tratarse de 
una acƟ vidad remunerada no se habría cumplido.

Encontramos, por tanto, que inclusive dentro del 
contexto de las economías colaboraƟ vas, lo rele-
vante a efectos de determinar la aplicación o no 
del Derecho del Trabajo será idenƟ fi car la reserva 
de poder de dirección en favor de la empresa.

II. REVISIÓN DE LA JURISPRUDENCIA COM-
PARADA: LOS CASOS UBER, GLOVO Y DE-
LIVEROO

Lejos de pronunciarnos sobre algún caso en par-
Ɵ cular, nuestro estudio se ha servido de jurispru-

dencia extranjera vinculada al modelo de nego-
cios basado en la explotación de plataformas con 
la intención de extraer los diferentes elementos 
encontrados en ellos que, a entender de los tribu-
nales foráneos, apoyarían la necesidad de califi car 
el vínculo jurídico suscrito entre un prestador que 
ofrece sus servicios a través de una app con el Ɵ -
tular de la misma como uno de naturaleza laboral.

A. Pronunciamientos referidos a Uber

Uber, empresa que pone a disposición de disƟ n-
tos usuarios una serie de conductores de vehículos 
parƟ culares, es quizás una de las compañías que 
han sido más cuesƟ onadas globalmente. Ello de-
bido a que es una de las primeras empresas que 
presentó rotundo éxito en el modelo económico 
que proponía, lo que despertó interés en las juris-
dicciones donde actuaba.

En el caso O’Connor v. Uber Technologies, con fe-
cha 11 de marzo de 2015, el Tribunal de Distrito del 
Norte de California de los Estados Unidos determi-
nó la existencia de una relación laboral entre las 
personas que prestaban sus servicios a través de 
la plataforma y la empresa. Esta decisión se apo-
ya en la forma de organización del negocio en esa 
jurisdicción y en el espacio temporal, alegándose 
que, por cómo la empresa operaba frente a los 
usuarios, era posible determinar que la misma no 
se limitaba a la venta de soŌ ware sino que comer-
cializa viajes, hecho que la converƟ ría, en realidad, 
en una compañía de transporte que, sin embargo, 
uƟ liza “tecnología muy sofi sƟ cada” para lograr sus 
objeƟ vos (Mercader, 2017, p. 8).

Por su parte, el Tribunal de Trabajo de Londres dicta-
minó el 26 de octubre de 2016 (caso Aslam v. Uber) 
que Uber uƟ lizaba “un lenguaje retorcido” y una 
“terminología completamente nueva” que genera-
ba cierto “escepƟ cismo” al momento de evaluar su 
comportamiento empresarial. A nuestro parecer, 
la citada sentencia evidencia cierta suspicacia de la 
Corte que se refl ejó en su análisis, llegando a incluir 
afi rmaciones tan severas como que, en su opinión, 
es “ligeramente absurdo/descabellado” afi rmar 
que Uber “[…] es un mosaico de 30,000 pequeñas 
empresas vinculadas por una “plataforma” común 
[considerando que] en cada caso, el “negocio indivi-
dual” consiste en un hombre con un automóvil que 
busca ganarse la vida conduciéndolo […]”7.

A nuestro parecer, quizás en una realidad social y 
económica como la inglesa, pueda parecer desca-
bellado afi rmar que quienes prestan servicios de 

7 Apartado 90 de la Sentencia de los Tribunales de Trabajo de Londres recaída en el expediente del caso 2202551/2015 
seguido por Aslam, Farrar & otros contra Uber B.V., Uber London Ltd. y Uber Britannia Ltd
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taxi con sus vehículos se consideren a sí mismos 
como independientes con un negocio propio. Pero 
en una realidad como la nuestra, en la que la falta 
de oferta de un empleo formal ha prevalecido por 
años, el hecho de que un bien como el vehículo 
personal sea la principal herramienta de trabajo 
y que se trate de un sector con una regulación de 
requisitos mínimos ha creado una conciencia ge-
neralizada respecto de que estas personas son sus 
propios jefes, pues disponen y se organizan a total 
voluntad. Por lo dicho, en este caso nos parecería 
inadecuado trasladar las conclusiones de la Corte 
inglesa a una realidad como la peruana, pues el 
contexto en el que se ha expedido difi ere mucho 
de nuestras circunstancias.

Es relevante destacar que, de acuerdo a lo alegado 
por el citado Tribunal de Trabajo, el uso de algún 
elemento tecnológico que facilite la prestación de 
un servicio no convierte a la empresa que lo haga en 
una compañía de tecnología, sino que únicamente 
la moderniza o, inclusive, la hace más efi ciente.

Ahora bien, al analizar los términos y condiciones 
que vinculan a las partes en virtud del Acuerdo de 
Servicios que se suscribe en aquella jurisdicción, el 
Tribunal encontró una serie de elementos que a su 
entender acreditarían la existencia de una relación 
laboral, pues la empresa Ɵ tular de la app: (i) Ɵ ene 
un interés especial en quién rendirá los servicios 
ofrecidos en su plataforma (entrevista y selecciona 
a las personas que harán uso de ella como provee-
dores); (ii) dicta instrucciones a los proveedores 
para la prestación del servicio (por ejemplo, esta-
bleciendo la ruta que deben seguir los conducto-
res); (iii) se reserva información clave del cliente 
que no comparte con los proveedores de servicios 
(por ejemplo, no revela el desƟ no del usuario antes 
del inicio del viaje, así como tampoco le informa 
el número de la tarjeta de crédito uƟ lizada para el 
pago); (iv) establece unilateralmente las tarifas del 
servicio, las que Ɵ enen como caracterísƟ ca princi-
pal el ser no negociables; (v) impone condiciones 
y/o caracterísƟ cas respecto a la herramienta de 
trabajo (vehículo a uƟ lizar); (vi) obliga y/o condi-
ciona, indirectamente, el desempeño del trabajo 
(requiere que los conductores, bajo la posibilidad 
de ser sancionados, acepten un cierto número de 
viajes y no los cancelen una vez que hubieren sido 
aceptados); (vii) se comporta ante los usuarios de 

la app como si éstos fueran sus clientes (evaluando 
las quejas de los clientes); y, (viii) Ɵ ene una posición 
dominante en relación con el proveedor de servicio 
pues se reserva el derecho a modifi car unilateral-
mente las condiciones que los vinculan; entre otros.

Por otro lado, con fecha 20 de diciembre de 2017, 
el Tribunal de JusƟ cia de la Unión Europea emiƟ ó 
una sentencia en el caso C-434/15, en la cual se ha-
bía solicitado una decisión preliminar referida a si 
la acƟ vidad que ejecuta Uber ofreciendo su plata-
forma califi ca o no como un servicio de transporte; 
pese a ello, el Tribunal de JusƟ cia de la Unión Euro-
pea incluye entre los considerandos que componen 
su decisión una serie de afi rmaciones que Ɵ enen 
un impacto en la determinación de la naturaleza de 
las relaciones que vinculan legalmente a los pro-
veedores de servicios con la empresa, enumerando 
algunos elementos que implican el establecimiento 
de una relación laboral entre las partes.

Así, la decisión preliminar emiƟ da por el Tribunal 
de JusƟ cia de la Unión Europea señala que Uber 
ejercería una “infl uencia decisiva” sobre las condi-
ciones bajo las cuales los conductores prestan sus 
servicios, determinando, al menos, la tarifa máxi-
ma, así como recolectando el dinero pagado por el 
usuario consumidor y pagando solo parte de ella al 
conductor del vehículo. De igual forma, el Tribunal 
de JusƟ cia también señala que las consideraciones 
puestas en su conocimiento determinan que Uber 
ejerce control sobre la calidad de los vehículos en 
los que se prestarán los servicios ofertados en su 
app, así como sobre los conductores y su compor-
tamiento, todo lo que puede resultar, en algunas 
circunstancias, en la exclusión de éstos de la app 
que comercializa la plataforma8.

B. Pronunciamientos referidos a Glovo

Glovo APP 23, SL (en adelante, Glovo) es una em-
presa fundada en el año 2014 en Barcelona que 
pone a disposición de disƟ ntos usuarios una serie 
de personas que la ayudan haciendo repartos; 
esta, a diferencia de Uber, ha recibido diferentes 
pronunciamientos en la jusƟ cia española, todos 
ellos a nivel de juzgado. EfecƟ vamente, mientras 
algunos juzgados han califi cado como un traba-
jador autónomo económicamente dependiente 
(trade)9 a quienes prestan servicios a través de la 

8 Apartado 39 de la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (Corte de Luxemburgo), recaída sobre el Caso 
C-434/15 seguido por la Asociación de Taxistas Profesionales Elite contra Uber Systems Spain SL.

9 Concepto jurídico previsto en la Ley 20/2007, Estatuto del Trabajo Autónomo (2007), que regula a aquellos trabadores in-
dependientes que, pese a desempeñarse con autonomía funcional, desarrollan su actividad con una fuerte y casi exclu-
siva dependencia económica frente al empresario o cliente que los contrata –al menos 75% de sus ingresos dependen 
de él-. Se diferencian, pues, del llamado falso autónomo (i.e. de aquél trabajador cuyo vínculo laboral ha pretendido ser 
regulado como si se tratase de un independiente) en que no se trata de un trabajador por cuenta ajena cuyas actividades 
se integren en la organización empresarial, sino que gozan de autonomía funcional.
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app de Glovo, otros juzgados han reconocido la 
existencia de un vínculo de naturaleza laboral en-
tre la empresa y los proveedores.

Así, por ejemplo, mediante  Sentencia 284/201810, 
el  Juzgado de lo Social 39 de Madrid desesƟ mó 
con fecha 3 de seƟ embre de 2018 la demanda for-
mulada por despido en contra de la empresa Glo-
vo. Al respecto, conviene señalar que el Juzgado 
parte de idenƟ fi car como la principal acƟ vidad de 
la empresa 

 […] el desarrollo y gesƟ ón de plataformas in-
formáƟ cas mediante las cuales, a través de una 
aplicación o página web, se permite a comer-
cios locales […] ofertar sus productos a través 
de la aplicación (APP) y, en su caso, si los con-
sumidores fi nales así lo solicitan, intermediar 
en el transporte y entrega de los productos al 
cliente fi nal […]11. 

Ahora bien, respecto de la existencia de un vínculo 
jurídico de naturaleza independiente, el juzgado 
valoró que, de acuerdo con los hechos probados 
en el proceso, en la relación jurídica que vinculaba 
a las partes no concurrían las notas defi nitorias de 
una relación laboral12, a saber: 

a) Ajenidad del trabajo: ConsƟ tuyen indicios 
comunes de la misma, la entrega o puesta 
a disposición del empresario por parte del 
trabajador de los productos elaborados o 
de los servicios realizados; la adopción por 
parte del empresario y no del trabajador de 
las decisiones concernientes a las relaciones 

de mercado o de las relaciones con el públi-
co, como fi jación de precios o tarifas, selec-
ción de la clientela, indicación de personas a 
atender; el carácter fi jo o periódico de la re-
muneración del trabajo; y el cálculo de la re-
tribución o de los principales conceptos de la 
misma con arreglo a un criterio que guarde 
cierta proporción con la acƟ vidad prestada, 
sin el riesgo y sin el lucro especial que carac-
terizan la acƟ vidad del empresario o del libre 
ejercicio de las profesiones; y,

b) Dependencia en el régimen de ejecución del 
trabajo: consƟ tuyen indicios comunes de la 
misma la asistencia al centro de trabajo del 
empleador o al lugar de trabajo designado 
por éste y el someƟ miento a un horario; 
también el desempeño personal del trabajo, 
compaƟ ble en determinados servicios con un 
régimen excepcional de suplencias o susƟ tu-
ciones; la inserción del trabajador en la or-
ganización de trabajo del empleador, que se 
encarga de programar su acƟ vidad y dirigirla; 
y, reverso de lo anterior, la ausencia de orga-
nización empresarial propia del trabajador.

Conforme a ello, el Juzgado de lo Social 39 de 
Madrid afi rma que se ha acreditado en juicio que 
el demandante (i) no tenía jornada ni horario de 
trabajo13, no teniendo tampoco que jusƟ fi car sus 
ausencias14; (ii) tenía dominio completo de su ac-
Ɵ vidad15; (iii) gozaba de la capacidad de auto-or-
ganización16 y, con ello, Glovo no ostentaba poder 
disciplinario alguno; (iv) asumía el riesgo y ventura 

10  Resolución del Juzgado de lo Social 39 de Madrid recaída en la resolución 284/2018, del 3 de setiembre de 2018.
11  Segundo párrafo del Hecho Probado Tercero de la resolución 284/2018 del Juzgado de lo Social 39 de Madrid.
12  Fundamento de Derecho Tercero de la resolución 284/2018 del Juzgado de lo Social 39 de Madrid, que, citando a distin-

tos pronunciamientos previos, defi ne los indicios comunes de dependencia y ajenidad propios del vínculo laboral.
13  Numeral 2 del Fundamento de Derecho Quinto de la resolución 284/2018 expedida por el Juzgado de lo Social 39 de 

Madrid, que señala: “(…) el demandante no tenía jornada ni horario. Él decidía la franja horaria en la que deseaba tra-
bajar, elegía los pedidos que le interesaban y rechazaba los que no quería, decidía con libertad la ruta a seguir hasta 
cada destino, no tenía obligación de comenzar o fi nalizar su jornada en una determinada hora, la Empresa no le imponía 
la clase o número de pedidos que tenía que hacer ni la ruta para llevarlos a cabo, el pedido se realizaba siguiendo las 
instrucciones dadas por el cliente fi nal –no por GLOVO-, entrando el repartidor en contacto directo con el cliente una vez 
aceptado el pedido”.

14  Numeral 5 del Fundamento de Derecho Quinto de la resolución 284/2018 expedida por el Juzgado de lo Social 39 de 
Madrid, que señala: “(…) no tenía que justifi car ausencias, solo comunicarlas a la Empresa (…) no consta que se le pida 
una justifi cación de su ausencia o que se le rebaje la puntuación por ese motivo”.

15  Numeral 2 del Fundamento de Derecho Quinto de la resolución 284/2018 expedida por el Juzgado de lo Social 39 de 
Madrid, que señala: “(…) p[udiendo] incluso desistir de un servicio previamente aceptado a mitad de ejecución sin sufrir 
por ello penalización alguna”.

16  Numeral 3 del Fundamento de Derecho Quinto de la resolución 284/2018 expedida por el Juzgado de lo Social 39 de 
Madrid, que señala: “(…) la demandada no tiene poder disciplinario sobre el actor más allá del desistimiento del propio 
contrato en el caso que de que no se realizaran servicios (elemento consustancial a cualquier contrato bilateral), y de 
una pequeña ‘penalización’ en su puntuación (...) la inexistencia de poder disciplinario es consecuencia de la capacidad 
de auto-organización del trabajador, no pudiendo la Empresa imponer sanciones por la falta de aceptación de pedidos, 
la forma de realización de los mismos o el abandono de un pedido previamente aceptado”. Inclusive, a continuación, se 
indica de manera expresa que se acreditó en autos que el geo localizador GPS “(…) no era un instrumento de control de 
la Empresa, sino la forma de contabilizar el kilometraje para su posterior abono en la factura siguiente. No consta que se 
utilizara para controlar la ruta elegida por el actor en cada recado”.
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en la prestación de servicios17, sin someterse a una 
estructura organizaƟ va de la empresa; y, (v) apor-
taba las principales herramientas de trabajo.

Por su parte, el Juzgado de lo Social 17 de Madrid, 
mediante la Sentencia 12/201918, reconoció el 11 
de enero de 2019 la existencia de una relación de 
trabajador autónomo económicamente depen-
diente (trade) entre la parte demandante y Glovo. 
Para ello, al igual que en la sentencia antes detalla-
da, valoró similares hechos probados a parƟ r de los 
cuales concluyó que el proveedor de servicios de 
esta app goza de amplias libertades para el ejercicio 
de sus funciones, lo que lo califi ca como un trabaja-
dor autónomo. Conforme a ello se afi rma que:

 […] se ha acreditado que el reparƟ dor Ɵ ene 
total libertad para elegir los días en los que 
quiere ofrecer su servicio en GLOVO y la fran-
ja horaria para entregar los productos en cada 
jornada y para decidir sus jornadas de descan-
so. Asimismo, puede escoger si quiere prestar 
todos los servicios que le proponga la empresa 
(modalidad de asignación automáƟ ca), aunque 
con la posibilidad de rechazar aquellos pedi-
dos que no le interese realizar sin tener que 
jusƟ fi car el moƟ vo (pero debiendo comunicar 
e rechazo, para que el pedido sea asignado a 
otro reparƟ dor) o bien aceptar uno a uno los 
pedidos que estén disponibles (modalidad de 
asignación manual). Incluso, una vez iniciado el 
servicio, el reparƟ dor puede elegir desisƟ r del 
pedido para realizar otro o fi nalizarlo. También 
Ɵ ene total libertad de organización y decisión a 
la hora de seleccionar la ruta desde la posición 
inicial hasta la dirección de recogida y hasta la 
dirección de entrega sin tener establecida una 
trayectoria ni un punto concreto de localiza-
ción para el inicio del servicio, aceptando el 
reparƟ dor un modelo de facturación por dis-
tancia lineal o real ópƟ ma […]19.

De forma contraria, el Juzgado de lo Social 33 de 
Madrid, mediante Sentencia 53/1920, reconoció el 
11 de febrero de 2019 la existencia de una relación 
de naturaleza laboral entre la parte demandante 
y Glovo. Para ello, el Juzgado alegó la existencia 
de un cambio de paradigma en las relaciones de 

trabajo como consecuencia de la proliferación de 
la llamada tecnología de la información y comuni-
cación (TIC), lo que a su entender vuelve necesario 
que los vínculos jurídicos que pudieran implicar 
cierta dependencia y, a su vez, hagan uso de TICs, 
sean evaluados de manera disƟ nta, dejando de 
lado los conceptos que se valoraban previamente, 
bajo otro Ɵ po de organización empresarial.

En este senƟ do, si bien es cierto que el trabajo 
autónomo (o trabajo por cuenta propia) y el tra-
bajo dependiente (o trabajo por cuenta ajena) se 
disƟ nguen porque únicamente en este úlƟ mo es 
posible idenƟ fi car los elementos de ajenidad y de-
pendencia. Se esƟ ma que la incidencia de las TIC 
es tan relevante que “[…] al momento de analizar 
si concurren las notas de ajenidad y dependencia y 
para lograr una adecuada califi cación de la relación 
es preciso analizar los nuevos indicios que apare-
cen, antes inexistentes, y volver a valorar el peso 
defi nitorio de los indicios clásicos […]”21.

Ciertamente, a decir del juzgado, la forma cómo se 
evalúa el trabajo ejecutado (i.e. una de las mani-
festaciones del ejercicio del poder de dirección del 
empleador) y la remuneración correspondiente 
han cambiado con el paso del Ɵ empo, pues, gra-
cias al uso de las TIC, ya no es necesario ejecutar 
control directo a través de otra persona ni resulta 
muy oneroso o excesivamente meƟ culoso poder 
conocer con exacƟ tud el Ɵ empo de acƟ vidad em-
pleado por quien ejecuta los servicios, todo lo cual 
permite que las empresas estructuren modelos 
de negocio que pretenden únicamente reconocer 
el Ɵ empo efecƟ vo de trabajo y no la sola puesta 
a disposición de la fuerza laboral. Así, el juzgado 
afi rma que:

 […] no es preciso el control directo por otra 
persona, el mando intermedio, ya que esta 
tarea puede encomendarse a sistemas de 
control automaƟ zados sean cámaras, ordena-
dores, sistemas de geolocalización, etc. Y, ade-
más, las TIC permiten acceder a un gran volu-
men de información y a su tratamiento rápido 
y barato mediante la creación de los corres-
pondientes algoritmos que a través de la ela-

17  Numeral 4 del Fundamento de Derecho Quinto de la Sentencia 284/2018 expedida por el Juzgado de lo Social 39 de 
Madrid, que señala: “(…) el repartidor asume el riesgo y ventura de cada pedido y responde del mismo frente al cliente, 
que también es quien puntúa su trabajo. No consta el sometimiento del trabajador a una estructura organizativa de la 
empresa, que sólo decide las tarifas con que abonará los servicios, el lugar de la prestación de los mismos y la herra-
mienta a través de la cual oferta los ‘recados’ (APPP) siguiendo un programa informático que busca minimizar la suma 
de costes notas que son compatibles con la prestación de trabajo en régimen de autónomo (…)”.

18  Resolución 12/2019 del Juzgado de lo Social 17 de Madrid. Sentencia expedida el 11 de enero de 2019.
19  Penúltimo párrafo del Segundo Fundamento de Derecho de la Sentencia 12/2019 expedida por el Juzgado de lo Social 

17 de Madrid.
20  Resolución 53/19 del Juzgado de lo Social 33 de Madrid. Sentencia expedida el 11 de febrero de 2019.
21  Fundamento de Derecho Quinto de la resolución 53/19 expedida por el Juzgado de lo Social 33 de Madrid.
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boración de perfi les acceden al conocimiento 
detallado de cuándo, cómo, dónde y con qué 
resultado se ha trabajado. Todo ello a su vez 
permite vincular la retribución compensatoria 
del trabajo, no el Ɵ empo en que el trabajador 
está a disposición sino el resultado fi nal de su 
acƟ vidad […]22.

Bajo esta nueva forma de valorar los elementos del 
vínculo jurídico, el juzgado encontró una serie de 
indicios23 a parƟ r de los cuales podría inferirse la 
existencia de un vínculo laboral entre los provee-
dores de servicio y Glovo, entre los cuales se des-
tacan los siguientes:

a) El reparƟ dor no interviene en la conforma-
ción del contenido del contrato lo que de-
muestra una posición de desigualdad entre 
las partes.

b) El contrato entre las partes regula rasgos 
que demuestran la sumisión del reparƟ dor 
respecto de la empresa, entre otros, la im-
parƟ ción de criterios a seguir para la compra 
de productos y relaciones con el cliente fi nal; 
el establecimiento de un límite máximo de 
minutos para la realización de un encargo; la 
prohibición de uso de disƟ nƟ vos corporaƟ -
vos propios o diferentes de los de la empre-
sa; la prohibición de uso de la imagen cor-
poraƟ va en redes; el establecimiento de un 
listado de causas jusƟ fi cadas de resolución 
del contrato así como interrupciones de la 
acƟ vidad que se consideran jusƟ fi cadas; la 
prohibición de revelar secretos industriales.

c) El reparƟ dor no establece o negocia su con-
traprestación por el servicio ejecutado pues 
la misma dependerá de los parámetros que 
la empresa establece para el reparto.

d) Aunque se afi rma que el consumidor fi nal y 
el reparƟ dor entablan una relación directa, 
el pago que el primero efectúa se hace a tra-
vés de la app lo que permite que la empresa 
descuente una comisión empresarial por sus 
servicios (de intermediación).

Al respecto, nos parece importante mencionar 
que, desde nuestra perspecƟ va, la mayoría de las 
situaciones califi cadas como indicios de la existen-

cia de un vínculo de naturaleza laboral no impli-
can, necesariamente, que la misma se confi gure 
pues muchos pueden encontrarse en vínculos de 
naturaleza autónoma sin que ello conlleve a que 
nos encontremos ante una desnaturalización. Así, 
por ejemplo, no es extraño que cuando se negocia 
un contrato, cualquiera este sea, una de las par-
tes ostente mayor poder para negociar e imponer 
sus condiciones. Ello debido a que la realidad es 
que alguna de ellas siempre Ɵ ene una posición 
más favorecida que la otra. De igual forma, el es-
tablecimiento de reglas para el uso de una marca 
no implica automáƟ camente el ejercicio de poder 
de subordinación, pues, al ser la marca un acƟ vo 
tan importante, el establecimiento de límites para 
su explotación de cara a terceros es necesario para 
salvaguardar una imagen en el mercado. En el mis-
mo senƟ do, la mayoría –por no decir todos– los 
contratos de naturaleza civil, ya sea para la presta-
ción de servicios personales o de outsourcing, con-
Ɵ enen cláusulas que regulan las causales de ter-
minación anƟ cipada así como una prohibición de 
revelar secretos industriales. Este es un aspecto ló-
gico pues se esperan reglas claras frente a posibles 
eventualidades que prefi eren evitarse y, además, 
en el marco de un negocio en el que muchas veces 
se puede sacar ventaja de los compeƟ dores a par-
Ɵ r del know how, lo más saludable es resguardar 
estas parƟ cularidades, evitando que sean difundi-
das por terceros que pudieran haberlas conocido. 
Nada de lo dicho nos parece un indicio de natura-
leza laboral, sino que, por el contrario, se trata de 
situaciones que aparecen como consecuencia de 
la realidad o como una premisa ante la necesidad 
de garanƟ zar las mejores condiciones para la ex-
plotación del principal acƟ vo del negocio.

Ahora bien, el principal razonamiento aportado por 
el juzgado radica, según vemos, en el desarrollo de 
una nueva forma de evaluar el ejercicio de funcio-
nes subordinadas y el Ɵ empo de trabajo, ya que 
indica que, a parƟ r del uso de las TIC en las rela-
ciones laborales, se ha generado un nuevo sistema 
de trabajo basado en dos aspectos fundamenta-
les24: (i) la atomización de micro tareas sucesivas en 
función a la demanda, que perite que una misma 
relación contractual permanezca “hibernada” y se 
actualice con la asignación de cada una de ellas; 
y, (ii) la aparición de una facultad de conformidad 
del prestador a cada encomienda que se le ofrezca, 
manifestando así su voluntad de prestar servicios.

22  Antepenúltimo, penúltimo y último párrafos del Fundamento de Derecho Segundo de la Sentencia 53/19 expedida por el 
Juzgado de lo Social 33 de Madrid.

23  Fundamentos de Derecho Sétimo, Octavo y Noveno de la Sentencia 53/19 expedida por el Juzgado de lo Social 33 de 
Madrid.

24 Fundamento de Derecho Décimo de la Sentencia 53/19 expedida por el Juzgado de lo Social 33 de Madrid.
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Siguiendo la misma lógica, el juzgado valoró que 
“[…] el éxito de este Ɵ po de plataformas se debe 
al soporte técnico proporcionado por las TIC […] 
y a la explotación de la marca […] que se publicita 
en redes sociales a través de los buscadores Ɵ po 
Google, siƟ o al que acuden los clientes cuando ne-
cesitan la compra y entrega de los productos que la 
demandada suministra […]”25. Así, a parƟ r de esta 
afi rmación, se concluye que los medios materia-
les aportados por los proveedores de los servicios 
(i.e. medios de transporte y de telefonía) Ɵ enen un 
escaso valor si se comparan con lo que ostenta la 
empresa (no solo el algoritmo y la app, sino tam-
bién la marca en el mercado), por lo que, si estos 
úlƟ mos no exisƟ eran, sería inviable que los repar-
Ɵ dores pudieran llevar a cabo por sí solos la misma 
acƟ vidad económica, lo que a criterio del juzgado 
confi rma que existe una prestación que se ejecuta 
bajo la caracterísƟ ca de ajenidad del servicio26.

Finalmente, en el mismo senƟ do que esta úlƟ ma 
sentencia comentada, el Juzgado de lo Social 1 de 
Madrid, mediante Sentencia 134/1927, reconoció 
con fecha 4 de abril de 2019 la existencia de una 
relación de naturaleza laboral entre el demandan-
te y Glovo. Para ello, además de basarse en simi-
lar jurisprudencia, el juzgado valoró que el hecho 
que la empresa asumía íntegramente el pago de 
una póliza de seguro que cubría amplios riesgos en 
benefi cio de los proveedores, elemento que no se 
tuvo a revisión en los pronunciamientos previos.

C. Pronunciamientos referidos a Deliveroo 

Deliveroo es una empresa fundada en el 2013 en 
Londres y se encarga de colocar a disposición de 
disƟ ntos usuarios una serie de personas que les 
brindan apoyo haciendo repartos principalmente 
de comida; esta empresa es la Ɵ tular de una app 
que ha recibido los pronunciamientos más recien-
tes de la jusƟ cia española en los que se declara la 
existencia de un vínculo de naturaleza laboral en-
tre la plataforma y los proveedores de servicios.

Así, respecto de ella, mediante Sentencia 244/201828, 
el Juzgado de lo Social 6 de Valencia reconoció con 
fecha 1 de junio de 2018 la existencia de una rela-
ción de naturaleza laboral entre la parte demandan-
te y Deliveroo. Para ello, el juzgado señala que en el 
vínculo suscrito entre los reparƟ dores y la empresa 

se pueden idenƟ fi car los datos caracterísƟ cos de 
ajenidad y dependencia, presentando esta relación 
jurídica “[…] rasgos que solo son concebibles en el 
trabajo dependiente y por cuenta ajena […]”29. Con-
forme a ello, se idenƟ fi can los siguientes elementos 
que acreditarían tanto dependencia como ajenidad 
en la prestación de servicios30:

a)  El reparƟ dor trabajaba siguiendo las instruc-
ciones de la empresa y bajo las condiciones 
fi jadas unilateralmente por ella.

b) La empresa decidía la zona en la que se des-
empeñaban las funciones.

c) Aunque el reparƟ dor ofertaba a la empresa 
las franjas horarias en las que quería prestar 
servicios, éstas debían estar dentro del ho-
rario previamente establecido por aquélla, 
quien decidía el horario semanalmente.

d) La empresa daba instrucciones concretas a 
los reparƟ dores sobre la forma en que el ser-
vicio se debía llevar a cabo, fi jando Ɵ empos 
y normas de comportamiento que aquéllos 
debían cumplir.

e) La empresa fi jaba un lugar de trabajo que 
servía de punto de parƟ da: los reparƟ dores 
debían acudir al centroide para que la em-
presa les asignara servicios a través de la 
app, debiendo retornar al mismo al fi nalizar 
cada servicio.

f) La empresa manƟ ene geo localizado al re-
parƟ dor de forma permanente, pudiendo 
exigir explicaciones sobre la ejecución del 
servicio en cualquier momento, llevando 
control del Ɵ empo de cada reparto y deci-
diendo permanentemente sobre la efecƟ va 
asignación de repartos.

g) Una vez que la empresa asignaba un turno 
de reparto, en caso el reparƟ dor no pudiese 
cumplirlo, debía encontrar a otro reparƟ dor 
que lo susƟ tuyera, debiendo obtener la au-
torización de la empresa para proceder con 
el cambio.

25  Fundamento de Derecho Duodécimo de la resolución 53/19 expedida por el Juzgado de lo Social 33 de Madrid.
26  Fundamento de Derecho Décimo Tercero de la resolución 53/19 expedida por el Juzgado de lo Social 33 de Madrid.
27  Resolución 134/19 del Juzgado de lo Social 1 de Madrid. Sentencia expedida el 04 de abril de 2019.
28  Resolución 244/2018 del Juzgado de lo Social 6 de Valencia. Sentencia expedida el 01 de junio de 2018.
29  Fundamento de Derecho Segundo de la resolución 244/2018 expedida por el Juzgado de lo Social 6 de Valencia.
30  Fundamento de Derecho Segundo de la resolución 244/2018 expedida por el Juzgado de lo Social 6 de Valencia.
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h) El reparƟ dor carece de libertad, dentro de la 
franja horaria elegida, para rechazar los pe-
didos –se acreditó que la empresa manifestó 
que tanto el rechazo de ofertas como la falta 
de disponibilidad reiteradas dieron lugar a la 
exƟ nción del vínculo entre las partes–.

i) Para suspender temporalmente la presta-
ción de servicios, el reparƟ dor debía enviar 
una comunicación a la empresa con dos se-
manas de antelación.

j) Aun cuando el reparƟ dor aporta sus propios 
medios de trabajo (bicicleta y teléfono mó-
vil), carece de organización empresarial y es 
la empresa la que a través de la app organiza 
su acƟ vidad.

k) La empresa decidía el precio de los servicios 
ejecutados por el reparƟ dor, quien los perci-
bía con independencia del cobro que ejecu-
tara aquella.

l) La empresa establecía las condiciones de los 
restaurantes adheridos y de los clientes a los 
que se les prestaba servicios, desconociendo 
el reparƟ dor con antelación a la asignación 
la idenƟ dad de todos ellos.

m) La empresa reconoce que los reparƟ dores son 
“la imagen de la compañía de cara al cliente”.

En este senƟ do, mediante Sentencia 193/201931, el 
Juzgado de lo Social 31 de Barcelona reconoció con 
fecha 11 de junio de 2019 la existencia de una re-
lación de naturaleza laboral entre la parte deman-
dante y Deliveroo. Para ello, se valoraron una serie 
de elementos fácƟ cos que no se pudieron corrobo-
rar en los demás casos materia de comentario. Así, 
se verifi có que la empresa (i) otorgaba materiales 
de trabajo –un soporte para llevar el teléfono móvil 
en la bicicleta o motocicleta, una batería externa, 
una caja de transporte o mochila con el logoƟ po 
de Deliveroo, así como por un Ɵ empo pantalones, 
chaquetas y gorra con el mismo logoƟ po–32; (ii) im-
ponía como una obligación que, durante un primer 
periodo de prestación de servicios, los candidatos 
a reparƟ dor realizaran algunas horas de prueba 
acompañados de un reparƟ dor con experiencia, 

al que denominaban trainer33; y, (iii) fi scalizaba los 
servicios ejecutados por los reparƟ dores, generan-
do a parƟ r de esta supervisión “métrica” que to-
maban en consideración el porcentaje de rechazo, 
la asistencia a las franjas para las que el reparƟ dor 
había mostrado disponibilidad, la velocidad media 
de Ɵ empo transcurrido entre la oferta de pedido 
y su entrega y la disponibilidad del reparƟ dor en 
franjas de alta demanda, a parƟ r de todo lo cual se 
asignaba un posicionamiento de prioridad para la 
siguiente elección de las franjas horarias34.

De conformidad con este úlƟ mo pronunciamiento, 
los hechos probados revelaron que los reparƟ do-
res prestaban sus servicios plenamente integrados 
en el ámbito de organización y dirección de la em-
presa y que la alegada libertad de elección de los 
mismos no correspondía con la realidad en modo 
alguno35. Así, por ejemplo, se desarrolla algún co-
mentario respecto de la forma de comunicación 
que Ɵ ene la empresa respecto de los reparƟ dores, 
a quienes se dirige en términos imperaƟ vos –a 
veces, en mayúsculas o negritas-, insistentes y de 
advertencia, todo lo cual, a criterio del juzgado, no 
sería compaƟ ble con las facultades de auto organi-
zación y autonomía de un independiente.

No obstante, en esta sentencia se desarrolla 
con mayor detalle el concepto de la ajenidad en 
la marca, cuesƟ ón que es atribuida al profesor 
Adrián Todolí y que propone que es innegable que 
los reparƟ dores actúan en el mercado amparados 
por una marca y que “[…] con su prestación de ser-
vicios […] no ponen en juego, ni para bien ni para 
mal, otra cosa que la [propia] marca […] siéndoles 
por tanto totalmente ajeno el impacto de su acƟ vi-
dad ya que el mismo repercute en [aquella] […]”36.

Así, se propone que el elemento producƟ vo estre-
lla no es ninguno de los proporcionados por los re-
parƟ dores (ni la bicicleta, ni el teléfono, ni el pro-
pio reparƟ dor), sino una marca que uƟ liza la app 
para promocionar sus servicios, sin el cual “[…] no 
ha[bría] negocio posible”37 y que, pese a ello, los 
reparƟ dores eran absolutamente ajenos a la mis-
ma, siendo su única vinculación la de promoción 
pues “[…] lleva[n] su logoƟ po en la caja de reparto 
y s[on] su cara visible para los clientes en el mo-
mento de la entrega […]”38.

31  Resolución 193/2019 del Juzgado de lo Social 31 de Barcelona. Sentencia expedida el 11 de junio de 2019.
32  Octavo y Noveno Hechos Probados de la resolución 193/2019 expedida por el Juzgado de lo Social 31 de Barcelona.
33  Décimo Tercer Hecho Probado de la resolución 193/2019 expedida por el Juzgado de lo Social 31 de Barcelona.
34  Vigésimo Cuarto Hecho Probado de la resolución 193/2019 expedida por el Juzgado de lo Social 31 de Barcelona.
35  Fundamento de Derecho Tercero de la resolución 193/2019 expedida por el Juzgado de lo Social 31 de Barcelona.
36  Fundamento de Derecho Tercero de la resolución 193/2019.
37  Fundamento de Derecho Tercero de la resolución 193/2019.
38  Fundamento de Derecho Tercero de la resolución 193/2019.



TH
EM

IS
 7

5 
|  R

ev
ist

a 
de

 D
er

ec
ho

C
e

c
il

ia
 C

a
ld

e
ró

n
 P

a
re

d
e

s

249

THĒMIS-Revista de Derecho 75. 2019. pp. 237-253. ISSN: 1810-9934

D. Comentarios respecto de los indicios de 
laboralidad contenidos en los dis  ntos pro-
nunciamientos judiciales

A parƟ r de la revisión de la jurisprudencia antes 
detallada, encontramos que los juzgados españo-
les no solo pretenden analizar los vínculos jurídicos 
desarrollados en el interior de la on-demand eco-

nomy desde los conceptos y elementos tradicio-
nales del Derecho del Trabajo, sino que, además, 
atendiendo a la nueva dinámica existente en el 
desarrollo de los mismos, han aceptado concep-
tos novedosos como el de ajenidad de la marca 
con miras a encontrar elementos que adapten las 
formas de subordinación a una realidad cada vez 
menos presencial y más informáƟ ca.

Por nuestra parte, coincidimos con los pronun-
ciamientos judiciales cuando señalan que, desde 
que se evidencia subordinación en el vínculo ju-
rídico (i.e. cuando la empresa ejerce los poderes 
de dirección, fi scalización y sanción), nos encon-
traremos ante una relación laboral. En efecto, la 
ausencia de un trato directo, inmediato o İ sica-
mente cercano con los proveedores no signifi cará 
de forma alguna que los mismos no puedan ni se 
encuentren vigilados o fi scalizados por la empresa 
ni que ésta, alegando la necesidad de alimentar 
su algoritmo, pueda ejercer de forma indirecta un 
control respecto del desarrollo de la acƟ vidad.

Así, por ejemplo, en los casos en los que se pudie-
ra establecer que las empresas establecen rutas 
obligatorias a los conductores o reparƟ dores, nos 
encontraríamos ante una situación en la que se es-
tán emiƟ endo direcƟ vas específi cas sobre cómo se 
debe prestar el servicio, potestad que no es compa-
Ɵ ble con una contratación de una acƟ vidad supues-
tamente autónoma. En efecto, el establecimiento 
de una ruta no es una facilidad que la empresa 
brinde al proveedor de servicio como una mera re-
comendación que busca simplifi car el servicio; se 
trata, en realidad, de una orden que estos deben 
cumplir, limitando así cualquier margen de decisión 
que pudieran tener los proveedores de servicio.

En este caso, si la dinámica permite que la empre-
sa no solo asigne al cliente sino también indique 
al proveedor qué ruta seguir, entendemos que las 
facultades que ostenta la empresa converƟ rían al 
proveedor en un simple ejecutor, incorporándolo 
dentro de una estructura empresarial y convirƟ en-
do su vínculo en uno de naturaleza subordinada y, 
por ende, propio del Derecho del Trabajo.

Ahora bien, en lo que se refi ere a la provisión de los 
medios o herramientas de trabajo, consideramos 
que si bien la app o plataforma representa un ele-
mento mucho más complejo y costoso que la sola 

puesta a disposición del medio de transporte (sea 
auto, bicicleta o cualquiera de menor dimensión) 
y el teléfono móvil, lo cierto es que sin la concu-
rrencia de cualquiera de ellos, la acƟ vidad y los 
servicios ofertados a través de estas empresas no 
podrían ejecutarse, siendo por tanto todos ellos 
importantes y consustanciales al negocio. Cier-
tamente, de nada serviría haber desarrollado un 
aplicaƟ vo como el de Uber si, fi nalmente, la misma 
empresa tuviera la necesidad y obligación de faci-
litarse vehículos para la ejecución de los servicios. 
Sumado a ello, encontramos que el hecho de que 
los proveedores asuman, por ejemplo, costos inhe-
rentes al mismo (e.g., paguen sus licencias y mul-
tas, se encarguen de limpiar los vehículos, paguen 
por el combusƟ ble que consumen, entre otros) es 
un elemento que evidencia que éstos ejecutan sus 
servicios a su cuenta y riesgo.

Debido a los anteriormente expuesto, insisƟ mos 
en que para el éxito de este Ɵ po de negocios tanto 
la plataforma como el servicio y los medios con los 
que se presta el mismo son sumamente importan-
tes y dependientes entre sí: si bien es cierto que 
el desarrollo de una buena plataforma digital ge-
nerará la proliferación de su uso, de nada serviría 
tener un gran sistema operaƟ vo si las personas 
que ofrecen sus servicios a través del mismo no 
cumpliesen estándares de calidad mínimos acor-
de al mercado, pues esto desincenƟ varía el uso de 
la tecnología. Por ello, es en este contexto que se 
puede entender el establecimiento de parámetros 
o requisitos para la ejecución de los servicios en 
el marco de determinada plataforma, los cuales 
podrían tener por fi nalidad garanƟ zar ciertos es-
tándares mas no subordinar la acƟ vidad. 

Muchas veces, por ejemplo, las empresas Ɵ tulares 
de las apps vinculadas a servicios de taxi requie-
ren que sus proveedores cuenten con vehículos de 
determinados colores, marcas o años de anƟ güe-
dad, o que las personas que ejecutan el servicio se 
encuentren prohibidas de vesƟ r de determinada 
manera mientras se encuentren en acƟ vidad (e.g., 
se prohíbe el uso de camisetas sin manga o pan-
talones cortos o sandalias). Estos elementos han 
sido alegados como supuestas demostraciones 
del ejercicio del poder de dirección por parte de 
las empresas, algo que no comparƟ mos en tanto 
resulta lógico que una empresa cuyas ganancias 
se encuentran estrechamente vinculadas con la 
imagen y calidad de servicio que los prestadores 
ofrecen al mercado se preocupe por establecer 
parámetros mínimos de cumplimiento de cara a 
ofrecer una conexión con servicios dirigidos a cier-
tos mercados o con determinadas caracterísƟ cas. 

A nuestro parecer, el establecimiento de requisitos 
mínimos no representa la imparƟ ción de un orden 
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ni el control de la forma cómo debe ejecutarse la 
prestación, pues, en realidad, únicamente garan-
Ɵ za que no se exceda un límite, mas no obliga a 
cumplir preceptos específi cos e infl exibles: si se 
prohíbe, por ejemplo, el uso de camisetas sin man-
gas y pantalones cortos a los conductores de un 
vehículo, ello no signifi ca que se les imponga el 
uso de un uniforme, sino que los mismos siguen 
manteniendo la posibilidad de elegir qué vesƟ r 
dentro de varias posibilidades, tales como panta-
lones jean, pantalones de drill, traje, camisa, polo 
con cuello, polo sin cuello pero con mangas, etc; 
de igual forma, si no se aceptan vehículos con 
una anƟ güedad mayor a determinado número de 
años, ello no signifi ca que se obligue a los provee-
dores de servicios a adquirir vehículos nuevos sino 
que se les permite emplear disƟ ntas alternaƟ vas 
siempre que calcen en un margen previamente 
determinado.

Habíamos señalado previamente que el negocio 
alegado por las empresas dueñas de las apps, a 
través de las cuales se ofrecen disƟ ntos servicios 
consiste en ser mediadores que facilitan el en-
cuentro entre la oferta y la demanda. Conforme 
a ello, la prestación que estas empresas ofrecen 
a sus usuarios -quienes son tanto los proveedores 
como los consumidores- es el de contactarlas, lo 
que se logra incluyendo a un conjunto de perso-
nas naturales en su base de datos de proveedores 
y poniéndola a disposición de los consumidores 
que descargan la app, todo lo cual Ɵ ene por fi na-
lidad facilitar la información del mercado y agilizar 
la celebración de un contrato entre ambas partes. 
Tal y como se presenta, podría decirse que las pla-
taformas cumplen la función de los anƟ guos ta-
blones de anuncios o agencias de empleo en los 
que personas independientes publicaban su dis-
ponibilidad para prestar determinados servicios y 
quienes los requerían uƟ lizaban esta información 
para seleccionar entre los ofertantes, todo lo cual 
generaba una comisión para el dueño del tablón o 
de la agencia de empleos por haber sido quien les 
facilitó el contacto.

Las apps, sin embargo, valiéndose de las funciona-
lidades que les proporcionan las herramientas de 
programación e inteligencia de negocios (i.e. de su 
algoritmo), van más allá del hecho de ser simples 
depositarias de oferta a la espera de la demanda; 
en efecto, el servicio que brindan a los consumido-
res muchas veces les facilita la toma de decisiones 
al mostrarles una serie de elementos que pueden 
infl uir en ella. Así, tal y como se ha expuesto en 
los hechos de las sentencias revisadas, a través 
de la forma cómo se haya programado el algorit-
mo que rige la plataforma, esta puede presentar 
a los proveedores en un orden predeterminado 
que responda a alguna caracterísƟ ca deseada, por 

ejemplo, en función al puntaje que le han otorga-
do otros usuarios en base al nivel de saƟ sfacción 
que les dejó su prestación de servicios; en función 
a la cercanía geográfi ca de los proveedores respec-
to de la ubicación del consumidor; atendiendo al 
número de quejas presentadas por consumidores 
anteriores, entre otros.

La plataforma podría, inclusive, susƟ tuir la toma de 
decisión del consumidor y elegir directamente lo 
que en función a ciertos parámetros objeƟ vos pre-
determinados se considera lo más adecuado (para 
lo cual se recurre a criterios objeƟ vos de efi ciencia 
y menor costo e inversión de recursos). Todas es-
tas facilidades de información y de clasifi cación de 
la misma representan, evidentemente, un servicio 
prestado por la empresa en favor de sus usuarios 
y, como tal, implicará el pago de una tarifa tanto 
de los proveedores que se exponen en esta herra-
mienta como de los consumidores que se benefi -
cian del procesamiento de la información. Sobre el 
parƟ cular, conviene insisƟ r en que, al depender las 
ganancias de la empresa del número de servicios 
que se concreten a través de su uso, la lógica eco-
nómica nos lleva a pensar que esta siempre estará 
interesada en que los consumidores se encuentren 
saƟ sfechos con los servicios contratados pues, en 
la medida que esto suceda, la app conƟ nuará en 
uso o inclusive será recomendado a terceros, todo 
lo cual le permiƟ rá mayores ingresos.

Desde nuestra perspecƟ va, esta lógica mercanƟ l 
resultará plenamente válida siempre que en sus 
actuaciones y en la reserva de sus facultades, la 
empresa dueña de la app no se irrogue la posibili-
dad de ejercer comportamientos que subordinen a 
los prestadores, algo que indefecƟ blemente suce-
derá si -en el marco de sus potestades- la empresa 
Ɵ ene la posibilidad de subordinar al proveedor, i.e. 
ejercer los poderes de control y sanción respecto 
del mismo.

Pero, ¿cuándo podría entenderse que la empresa 
incurre en este ejercicio? Desde nuestro punto de 
vista, el poder de control se materializará cuan-
do la fi scalización efectuada por la empresa de-
note injerencia y manejo de la forma de ejecutar 
las acƟ vidades del proveedor. De igual forma, se 
evidenciará el ejercicio de un poder sancionador 
cuando la fi nalidad de una decisión adoptada por 
la empresa sea reprender o casƟ gar al proveedor 
como consecuencia de la detección de determi-
nada conducta, lo que sucedería, por ejemplo, si 
se les suspendiera el derecho a seguir uƟ lizando 
la app o si se procediera a modifi car las tarifas o 
porcentajes que les corresponde por los servicios 
ejecutados como consecuencia de la acumulación 
de determinado número de quejas presentadas 
por los consumidores o, inclusive, si ello sucediese 
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cuando no se llegue a un número mínimo de ser-
vicios prestados dentro de un determinado lapso 
de Ɵ empo.

En estos casos, la acƟ vidad de la empresa no se 
estaría limitando a la de ser un simple espectador 
que cumplió las veces de enlace o contacto entre 
las partes de un contrato, sino que estaría inter-
viniendo acƟ vamente en la ejecución del servicio 
con la fi nalidad de controlarlo o dirigirlo, lo que ex-
cede sus facultades como contraparte en el marco 
de un contrato de servicios independientes o au-
tónomos. Al respecto, podría alegarse que la em-
presa necesita generar mecanismos que: (i) des-
alienten a los proveedores a incurrir en compor-
tamientos que generen molesƟ as e insaƟ sfacción 
por parte de los consumidores; o, (ii) tengan por 
fi nalidad asegurar una determinada constancia en 
el uso de la app para ofrecer sus servicios; por lo 
que, para ello, lo más efecƟ vo podría resultar eje-
cutar una medida que les represente una afecta-
ción económica.

A nuestro entender, el que las plataformas exhi-
ban un sistema de puntuación de los proveedores 
como parte de su estructura representa de por sí 
un elemento disuasivo frente a las conductas que 
se desea evitar porque a través del mismo tanto los 
consumidores como el propio algoritmo que rige el 
sistema podrían discriminar entre quienes resultan 
más adecuados para ofrecer el servicio requerido, 
prefi riendo la elección de quienes: (i) tuvieren una 
mayor puntuación generada por el nivel de saƟ s-
facción de usuarios previos; o, (ii) fueren recono-
cidos por la propia aplicación como proveedores 
habituales del servicio. Esto, insisƟ mos, no es más 
que una herramienta provista por el sistema de la 
app que contribuye a la toma de decisión más no 
la susƟ tuye, manteniendo dentro de su oferta a los 
proveedores con baja puntuación para que sean 
los usuarios quienes fi nalmente decidan si contra-
tan o no con ellos.

¿Signifi cará esta posición que la empresa se en-
cuentra impedida de aplicar la “expulsión” de un 
proveedor de su sistema ante determinadas ocu-
rrencias? De ninguna manera. La resolución del 
vínculo contractual existente entre la empresa y el 
proveedor que ofrece sus servicios a través de la 
app es posible y aplicará como consecuencia de la 
ocurrencia de algún supuesto que haga imposible 
la consecución de la relación como, podría ser, la 
toma de conocimiento de una vinculación del pro-
veedor con algún ilícito. Recordemos, pues, que la 
lógica económica de este sistema lleva implícito el 
incremento de las ganancias empresariales a par-
Ɵ r de la mejor imagen y confi anza que genere la 
empresa en el mercado, lo que determina que el 
nombre de la empresa pueda verse perjudicado 

en función de con quién se relaciona y a quiénes 
manƟ ene entre sus proveedores, por lo que dejar 
de relacionarse con quien pueda opacar su imagen 
en el mercado responde no a un deseo de sanción 
sino a una necesidad estratégica.

Algo similar sucede, por ejemplo, en las relaciones 
interpersonales en las que sin ganar comisión algu-
na recomendamos a una persona para la ejecución 
de algún servicio, e.g. a un pintor que previamente 
hubiera pintado nuestra casa, a un amigo que sa-
bemos ostenta determinada especialidad en el De-
recho, a una persona que se encarga de hacer trá-
mites, etc. En este contexto, si en cierto momento 
se nos informa que alguna de estas personas que 
han sido recomendadas por nosotros, ha procedi-
do de forma tal que hubiere perjudicado a quien 
se la recomendamos (e.g., ya sea porque incum-
plió los plazos acordados o porque no concluyó 
el servicio y, pese a ello, se apropió del íntegro de 
los honorarios como si el mismo se hubiera ejecu-
tado totalmente), la lógica nos lleva a pensar que 
no volveremos a recomendar a esta persona, pues 
nuestra imagen, nombre o reputación se pueden 
ver manchados como consecuencia del mal proce-
der de este tercero. Según entendemos, el mismo 
razonamiento debiera aplicarse ante la necesidad 
de una empresa de desvincularse de quienes pu-
dieran dañar su imagen, máxime si se trata de una 
afectación que impactará económicamente en el 
desarrollo del negocio. Recordemos, pues, que 
en la prácƟ ca la percepción que tenga el merca-
do respecto de la idoneidad del servicio prestado 
por los proveedores ofrecidos en una plataforma 
le representa publicidad, la que no solo puede sig-
nifi car una carga posiƟ va sino también negaƟ va y 
que, por ello, es esta úlƟ ma consecuencia la que 
se debe evitar. 

En todo caso, nuestra recomendación es, fi nal-
mente, evaluar la forma cómo se desarrolla cada 
acƟ vidad empresarial y verifi car tanto en teoría 
como en la prácƟ ca, cuáles son las facultades y 
prerrogaƟ vas de cada parte; así, si lo que se quiere 
es mantener fuera del ámbito laboral las relacio-
nes jurídicas evaluadas, lo que se debe descartar 
es la existencia de elementos que denoten subor-
dinación en su desarrollo.

III. CONCLUSIONES

a) El uso de la tecnología ha conducido a una 
amplia descentralización producƟ va, que 
permite a las empresas de la on-demand 

economy facilitar la prestación de un servicio 
que declaran no ejecutar directamente.

b) El principal cuesƟ onamiento que se efectúa 
a la economía basada en la prestación de 
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servicios a través de plataformas digitales se 
sitúa en la supuesta simulación de vínculos 
jurídicos de naturaleza independiente que 
ésta generaría, algo que no es privaƟ vo de 
este Ɵ po de acƟ vidad comercial.

c) A pesar de los benefi cios que pueden generar-
se a parƟ r de las iniciaƟ vas que surgen en el 
marco de la on-demand economy, las ventajas 
compeƟ Ɵ vas del nuevo modelo de negocios 
deben cimentarse en una mejor organización 
o una mayor producƟ vidad y de ninguna ma-
nera en el incumplimiento de la regulación 
vigente en cada jurisdicción, Esto incluye, ade-
más de la regulación laboral, el derecho regu-
latorio en los casos corresponda.

d) En nuestra opinión, en gran medida, los pro-
blemas que se pretende vincular con este 
Ɵ po de economías se generan, en realidad, 
como consecuencia de problemas sociales: a 
medida que los salarios han disminuido en 
el empleo tradicional, los trabajadores han 
necesitado complementar sus ingresos con 
formas alternaƟ vas de trabajo, en este caso, 
a través de ocupaciones fl exibles donde 
pueden prestar servicios solo en su  empo 
libre. Pese a ello, la alegada fl exibilidad no 
siempre representa una ventaja pues mu-
chos trabajadores, que muchas veces pres-
tan servicios en jornada completa para un 
empleador durante el día, optan por sumar 
un mayor número de horas de ocupación 
para prestar servicios bajo la on-demand 

economy. Por lo tanto, podríamos afi rmar 
que, en muchos casos, las personas que rea-
lizan servicios bajo este Ɵ po de economía no 
están eligiendo libremente esta tarea, sino 
que los bajos salarios los obligan a involu-
crarse en esta modalidad de vínculo jurídico. 
A ello, convendría añadir a todas aquellas 
personas que, pese a aspirar a ocupaciones 
propias de la economía tradicional, optan 
por prestar servicios a través de aplicaƟ vos 
por la ausencia de oferta de empleo formal 
en el mercado tradicional.

e) Es recomendable que las empresas que de-
sarrollan sus negocios bajo la on-demand 

economy estructuren los mismos evitando 
incurrir en acciones que evidencien la exis-
tencia de un vínculo subordinado (por ejem-
plo, a parƟ r del establecimiento de objeƟ vos 
mínimos o la imposición de disƟ ntas formas 
de sanción), limitándose a prestar servicios 
comerciales como intermediarios. En el mis-
mo senƟ do, es importante considerar que la 
libertad en la determinación del Ɵ empo de 
trabajo y la elección del servicio a ejecutar, 

así como el uso de materiales o medios de 
producción propios, son ejemplos de un cla-
ro debilitamiento de los indicios clásicos de 
laboralidad.

f) Reciente jurisprudencia española ha vali-
dado teorías doctrinarias que proponen 
conceptos nuevos como el de ajenidad en 
la marca, así como la existencia de nuevos 
indicios que favorecerían la idenƟ fi cación 
de un vínculo de naturaleza laboral. Por 
nuestra parte, aplaudimos este afán de ac-
tualizar los conceptos de nuestra disciplina 
y abogamos porque los mismos sigan siendo 
debaƟ dos, ojalá, bajo una perspecƟ va inter-
disciplinaria.  
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